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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LESIONES PERSONALES CULPOSAS / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / RESPONSABILIDAD DEL AUTOR AUNQUE HAYA IMPRUDENCIA DE LA VICTIMA / EXCEPCIONES.
La regla general indica que es inalterable la responsabilidad del autor aun en presencia de una imprudencia comprobada por parte de la víctima:

“[…] el deber de no atropellar, impuesto a los conductores de vehículos, no se limita a proteger únicamente a los que se muestran diligentes en atender a su propia incolumidad, sino que se extiende hasta las personas que, por su propia imprudencia o negligencia, se ponen en condiciones de peligro, si no obstante el atropello pueda ser evitado. Esto se extiende a todos los casos de culpa, cuando ha habido concurso en ella por imprudencia o negligencia de la víctima, que no puede considerarse como causa única del resultado, por haber interrumpido el nexo causal entre este y la conducta culposa de otro […]”

En conclusión: una vez comprobada la relación causal naturalística entre el acto y el resultado, por infracción al deber de cuidado que le era exigible al actor, unido a una superación del riesgo permitido, sólo es factible la no imputación jurídica cuando media la asunción del propio riesgo por la víctima, siempre que el derecho sea disponible y que el actor no tenga posición de garante. 
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, trece (13) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)
  ACTA DE APROBACIÓN No 1148
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 14 de 2018. 8:29 a.m.

	Imputado: 
	Diego Ríos Sierra 

	Cédula de ciudadanía:
	16.636.907 expedida en Cali (V.)

	Delito:
	Lesiones personales culposas

	Víctima:
	Juan Carlos Henao Naranjo 

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia condenatoria de fecha diciembre 01 de 2016. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En julio 23 de 2011 aproximadamente a las 14:00 horas, en la carrera 21 con calle 44 del municipio de Dosquebradas (Rda.), resultó lesionado el señor JUAN CARLOS HENAO NARANJO quien se desplazaba en su motocicleta de placa JQP-13C, al colisionar con la buseta de placa STJ-215 conducida por el señor DIEGO RÍOS SIERRA.  
1.2.- Corolario de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (06-04-2016), por medio de las cuales se imputó autoría en el punible de lesiones personales culposas de conformidad con lo establecido en los artículos 111, 112 inciso 3º, 113 inciso 2º, 114 inciso 1°, 117 y 120 del Código Penal, en armonía con el 14 de la Ley 890/04; cargo que el indiciado NO ACEPTÓ. 

1.3.- Ante ese no allanamiento a los cargos imputados, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (junio 07 de 2016) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Penal Municipal de la misma ciudad, autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de formulación de acusación (julio 14 de 2016), preparatoria (septiembre 12 de 2016) y juicio oral (noviembre 08 y 09 de 2016), y finalizado el mismo se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio del que se dio lectura (diciembre 01 de 2016) con el siguiente resultado: (i) se declaró penalmente responsable al imputado en congruencia con los cargos formulados; (ii) se le impuso una pena principal de 6 meses y 12 días de prisión y multa de 6.932 SMLMV, privación del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas por el término de un año, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; y (iii) se concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
Para llegar a la anterior determinación, la a quo señaló que la existencia del delito y la responsabilidad penal del procesado se logró demostrar con los testimonios y documentos aportados por la Fiscalía, que permiten que concluir acerca de la imprudencia del conductor de la buseta que de una u otra manera hizo un cruce, sin respetar la prelación de la motocicleta piloteada por la víctima. Se probó que el señor DIEGO RÍOS en su deseo de abandonar la vía que transitaba, es decir la carrera 21 e ingresar a la calle 44, superó el riesgo permitido en la actividad de conducir, quiso precipitadamente cruzarla sin las precauciones que para ello ha de tener no solo por el respeto a los demás automotores, sino porque la ley lo obliga. 

1.4.- El defensor no estuvo conforme con esta determinación y la apeló.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se dicte una sentencia de carácter absolutorio, con fundamento en lo siguiente:

Por parte de la juez a quo existió una errada valoración de la prueba, porque si bien es cierto ambos conductores involucrados en el accidente de tránsito dieron sus propias versiones de los hechos, las que como eran de esperarse no coinciden, la única testigo presencial de lo acaecido, la señora ALBA YANETH DÍAZ ROMÁN –testigo de la defensa-, no es de gran beneficio para esclarecer la real forma en que los mismos se registraron, pues su posición dentro de la buseta no era la óptima para visualizar lo ocurrido y en especial la velocidad que pudiera traer la motocicleta antes del impacto con la buseta.
El guarda de tránsito JUAN CARLOS PARRA SANABRIA llegó al sitio de los acontecimientos pasados unos quince minutos después de su ocurrencia, de tal manera que no pudo presenciar lo sucedido, y tuvo que limitarse simplemente a elaborar el informe del hecho de tránsito, identificar los conductores y los vehículos involucrados en el mismo, así como tomar las medidas y distancias pertinentes entre los automotores e identificar las vías y su sentido de circulación. Es verdad que su testimonio fue útil para aclarar que la prelación en la vía la tenía el conductor de la motocicleta; sin embargo, se discute si la víctima cumplió con la obligación legal de reducir la velocidad al tratarse de una vía en “zona escolar”, según se extrae de la imagen 8 toma 3 de la investigadora de campo MARÍA VICTORIA RENDÓN BETANCOURTH, además de ordenarlo el art. 74 del Código Nacional de Tránsito.
El mismo guarda de tránsito declaró que el motociclista debió conducir su motocicleta al límite de velocidad de los 30 km/h y reducir al llegar a la intersección vial de la calle 44.

La causa exclusiva y determinante de la ocurrencia del hecho de tránsito se debió a la imprudencia de la víctima, quien muy a pesar de haber podido evitar el accidente nada hizo al respecto, ya que si hubiera reducido la velocidad al límite de los 30 km/h como era su deber, con toda seguridad no habría colisionado con la buseta, la cual ya estaba sobre la vía en posición de ingresar de manera completa sobre la calle 44.

La razón por la cual el señor DIEGO RÍOS no pudo terminar de girar en el cruce de las vías de la carrera 21 con calle 44, fue porque una buseta de empresa Servilujo que estaba delante de él había detenido su marcha, impidiéndole así continuar su recorrido, pero sobre ese tópico nada dice el señor JUAN CARLOS HENAO.

No entiende la razón por la cual si la víctima se desplazaba por una vía completamente plana, sin obstáculo alguno de visualización hacia adelante, no alcanza a notar la presencia sobre la vía de un vehículo de gran tamaño, como lo es la buseta involucrada en el accidente, y nada hace para evitar colisionar con ella. Y debe recordarse que el guarda de tránsito advirtió que no había huellas de frenado para ambos vehículos. 

El sindicado o procesado está amparado por el principio constitucional de presunción de inocencia, hasta tanto se demuestre lo contrario, de tal manera que no tiene la obligación legal de demostrar su inocencia y ello le incumbe al Estado. No obstante, la prueba recaudada en el proceso no es idónea para concluir con grado de certeza absoluta la responsabilidad del procesado más allá de toda duda razonable, tal cual lo exigen los artículos 7 y 381 de la ley 906/04
2.1.- Los no recurrentes guardaron silencio. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer el grado de acierto que contiene el fallo de primera instancia en cuanto condenó al acusado DIEGO RÍOS SIERRA en calidad de autor material en la conducta de lesiones personales culposas ocurrida en hecho de tránsito. De compartir la Sala la decisión de condena, se deberá determinar si la causa del resultado antijurídico provino de manera exclusiva del obrar imprudente del enjuiciado; o si, por el contrario, en ello tuvo alguna injerencia algún actuar negligente de parte de la víctima.

3.3.- Solución a la controversia

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no sólo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Se avizora de entrada, que las pruebas obtenidas lo fueron en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción. 

No se ha puesto en duda la real ocurrencia del hecho de tránsito donde resultó lesionado el señor JUAN CARLOS HENAO NARANJO, en consideración a que los elementos de persuasión así lo demuestran, en especial,  el informe policial del hecho de tránsito, la diligencia de inspección ocular a vehículos, y el informe técnico médico legal de lesiones no fatales .

Según se indicara en párrafos precedentes, se trata de unos acontecimientos ocurridos en julio 23 de 2011 aproximadamente a las 14:00 horas, en la carrera 21 con calle 44 del municipio de Dosquebradas (Rda.), cuando la buseta de placas SJT-215 conducida por el señor DIEGO RÍOS se desplazaba por la carrera 21 en sentido suroccidente-nororiente e hizo un giro a la izquierda para ingresar a la calle 44, momento en el cual colisionó con la motocicleta de placas JQP-13C timoneada por el señor JUAN CARLOS HENAO NARANJO quien se desplazaba de nororiente a suroccidente, a consecuencia de lo cual sufrió lesiones en su cuerpo que según informe técnico de medicina legal consistieron en deformidad física de carácter permanente, con perturbación funcional del miembro superior derecho de carácter transitorio.
Se dirá desde ya, contrario a lo sostenido por la defensa -recurrente-, que en criterio de la Sala, tal como lo fue para la Fiscalía, el representante de la víctima y la juez de primer grado, son claras las circunstancias en las que se presentó el evento, la causa de la colisión y la responsabilidad del aquí incriminado en la misma, ya que ello quedó plenamente demostrado con los testigos presentados por la Fiscalía en juicio, entre ellos el agente de tránsito que atendió el caso, la víctima, y los documentos aceptados como pruebas, tales como: el  informe policial de hecho de tránsito, dibujo topográfico, inspección al lugar de los hechos y la inspección ocular a los vehículos.
El señor defensor disiente de la interpretación que la funcionaria de primer nivel hizo de las pruebas, y sustenta su tesis en el hecho de existir dos versiones contrapuestas entre la víctima y el acusado, para con fundamento en ello sostener que quedó probada una culpa exclusiva de la víctima porque estaba en condiciones de evitar el resultado y no lo hizo, muy particularmente porque de haber reducido la velocidad a 30 k/h como era su deber, la consecuencia que ahora se lamenta no se habría presentado. Basa su posición en el testimonio del guarda de tránsito y en el informe de inspección al lugar de los hechos.
Lamentablemente, no puede ser atendida la crítica planteada por el defensor toda vez que el señor JUAN CARLOS PARRA SANABRIA -agente de tránsito- en su declaración no hizo afirmación en tal sentido, antes por el contrario, ante la pregunta en el contrainterrogatorio acerca de si la víctima se desplazaba a una velocidad superior a los 30 k/h, lo único que manifestó es la opción que tiene todo conductor de conducir a prevención, y en caso de transitar por una zona residencial debe reducir la velocidad y mantenerse en el máximo permitido por la Ley 1239/08, es decir 30 k/h, pero en ningún momento afirmó que el motociclista se desplazaba a una velocidad superior a la reglamentaria.
Ahora, el funcionario de tránsito señaló que se puede presumir que el motociclista iba despacio, toda vez que los daños en los automotores no fueron de mayor gravedad, situación que se puede corroborar con lo dicho por el señor NELSON RAMÍREZ MORALES –persona que realizó inspección ocular a los vehículos- cuando indicó que la buseta solo presentó un rayón que no tenía que ver con el accidente. 

Lo anterior para significar que no está demostrado que la víctima se desplazara a alta velocidad por el sector donde ocurrió el hecho de tránsito, y si en gracia de discusión así fuera, dicha situación no cambiaría en nada el resultado final del suceso, como quiera que el motociclista, según lo aseverado por el guarda de tránsito, era quien tenía prelación sobre la vía y por lo mismo estaba en el derecho de confiar que el automotor que conducía el aquí acusado no iba a efectuar el giro a la izquierda sin percatarse previamente que su moto pasara sin contratiempos. Pero no fue así, porque el mismo señor DIEGO RÍOS asevera que no tenía visibilidad hacia el lado que se desplazaba la moto, pero además que al momento de girar se encontró otra buseta de frente a él, lo que impidió completar el giro. 

Cabe recordar que de conformidad con la teoría de la causa adecuada se considera que: “una acción es causa de un resultado, cuando según el normal acontecer produce determinado evento”, y se establecen los siguientes criterios limitativos: (i) la previsibilidad objetiva; (ii) la diligencia debida; (iii) el incremento del riesgo permitido; y (iv) el fin de protección de la norma. Se trata de elementos complementarios entre sí que por tal motivo deben estar concatenados, llegándose a afirmar que: “puede incrementarse el riesgo sin que de allí se derive responsabilidad penal alguna, por estar por fuera del ámbito de protección de la norma”.

Se sostiene, que la víctima contribuyó con su actuar imprudente a su propio deterioro físico. Si la anterior fuera una afirmación cierta, existirían dos consecuencias inevitables: una, que en caso de que esa contribución de la víctima sea tan principal que haga ver la del autor como irrisoria, se excluiría de toda responsabilidad al ejecutor del hecho criminoso; otra, la compensación en un porcentaje de la indemnización cuando se está ante el fenómeno de la concausa o culpa concurrente. 

La regla general indica que es inalterable la responsabilidad del autor aun en presencia de una imprudencia comprobada por parte de la víctima:

“[…] el deber de no atropellar, impuesto a los conductores de vehículos, no se limita a proteger únicamente a los que se muestran diligentes en atender a su propia incolumidad, sino que se extiende hasta las personas que, por su propia imprudencia o negligencia, se ponen en condiciones de peligro, si no obstante el atropello pueda ser evitado. Esto se extiende a todos los casos de culpa, cuando ha habido concurso en ella por imprudencia o negligencia de la víctima, que no puede considerarse como causa única del resultado, por haber interrumpido el nexo causal entre este y la conducta culposa de otro […]”

Pero esa regla da cabida a ciertas excepciones con fundamento en la doctrina de la imputación objetiva en los delitos culposos y en los términos acogidos por nuestra jurisprudencia:

“Desde un segundo nivel de adecuación social, que compete al intérprete, una conducta es socialmente adecuada cuando a pesar de estar formalmente definida en la ley como típica, reviste escasa gravedad; constituye un riesgo jurídicamente irrelevante o aprobado; es insignificante, modesta o irrita; o se dirige contra un titular del bien jurídico que la acepta o consiente, siempre que pueda disponer libre y voluntariamente del mismo, tenga capacidad para hacerlo y lo haga antes o durante la acción.
[…]

Dentro del mismo marco, la imputación jurídica no existe, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima.

[…]

a) Es sabido que el comportamiento de la víctima, bajo ciertas condiciones, puede eventualmente modificar y hasta excluir la imputación jurídica al actor.

b) Para que la acción a propio riesgo o autopuesta en peligro de la víctima excluya o modifique la imputación al autor o partícipe es necesario que ella:
Uno. En el caso concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado.
Dos. Que sea autorresponsable, es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo.

Tres. Que el actor no tenga posición de garante respecto de ella”.

En conclusión: una vez comprobada la relación causal naturalística entre el acto y el resultado, por infracción al deber de cuidado que le era exigible al actor, unido a una superación del riesgo permitido, sólo es factible la no imputación jurídica cuando media la asunción del propio riesgo por la víctima, siempre que el derecho sea disponible y que el actor no tenga posición de garante. 

Para el caso que nos convoca y en criterio de esta Corporación, lo que arroja el análisis conjunto de la prueba es que aquí no se puede hablar de culpa exclusiva de la víctima y ni siquiera concurrente. Recordemos que la maniobra que realizó el conductor de la buseta cuando se desplazaba por la carrera 21 fue girar hacia la izquierda con el fin de ingresar a la calle 44; sin embargo, según sus propios dichos y lo narrado por la señora ALBA YANETH DÍAZ ROMAN –testigo de la defensa en su condición de pasajera de  la buseta-, otro vehículo de servicio público que se encontraba adelante impidió completar el giro e ingresar a la calle 44. 
La anterior situación permite concluir que en efecto el señor DIEGO RÍOS no tomó las medidas preventivas necesarias para llevar a cabo el viraje, toda vez que antes de decidirse a realizar el giro debió percatarse que no había ningún obstáculo que frenara su ingreso al otro carril; empero, optó por hacer esa maniobra con el infortunio que el automotor que se encontraba delante de él impidió su ingreso a la calle 44, convirtiéndose este en una barrera para el motociclista que se movilizaba adecuadamente por el carril opuesto.

No se puede decir como lo pregona el defensor, que la víctima estaba obligada a reducir la velocidad cuando transitaba sobre  la carrera 21 con calle 44, cuando ni siquiera la velocidad está probada. Ni tampoco se pude endilgar un actuar negligente, toda vez que el carril sobre el cual se desplazaba el motociclista no exige realizar un PARE, pese a que en la vía existe una señal de tránsito de “zona escolar”.
Lo anterior da certeza acerca de que los hechos en efecto ocurrieron en la forma descrita por el señor JUAN CARLOS HENAO NARANJO -víctima-, que si bien nada dijo acerca de existencia de esa otra buseta, si advirtió que para evitar el accidente pitó y frenó, pero el espacio para reaccionar era muy corto, motivo por el cual maniobró hacia el lado izquierdo para no quedar debajo de la buseta dándole un golpe en la parte lateral derecha a ese automotor, es decir, que el impacto y la posición final de los vehículos tal cual se escribe en el croquis que elaboró el agente de tránsito, efectivamente demuestran que la buseta no alcanzó a ingresar sobre la calle 44.
Es necesario sostener por tanto, que de lo narrado por los propios testigos del señor defensor se concluye que si sobre la calle 44 había un vehículo detenido que obstruía el paso del vehículo conducido por el señor DIEGO RÍOS, este no podía realizar el giro hasta tanto la vía se encontrara despejada, situación que refleja una clara infracción al artículo 66 de la ley 769/02
 –Código Nacional de Tránsito-. 

Es evidente entonces que el aquí acusado violó las reglas preestablecidas acerca de la prudencia en el ejercicio de la actividad peligrosa que desarrollaba e incumplió el deber objetivo de cuidado al virar a la izquierda sin tener la más mínima precaución, como es realizar el PARE y verificar qué vehículos o peatones estaban a su alrededor.

En esas condiciones, concluye la Sala que la determinación adoptada por la funcionaria a quo debe ser confirmada, ya que no existe ninguna duda acerca de la materialidad de la conducta y la responsabilidad del judicializado en la misma, tal como lo demuestra el conjunto probatorio.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
           JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� ALTAVILLA, Enrico, “La Culpa”, Temis, 1987, pág. 175. 


� Sentencia de casación, 20 de mayo de 2003, radicación 16.636, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� ARTÍCULO 66. GIROS EN CRUCE DE INTERSECCIÓN. El conductor que transite por una vía sin prelación deberá detener completamente su vehículo al llegar a un cruce y donde no haya semáforo tomará las precauciones debidas e iniciará la marcha cuando le corresponda.


En ningún caso el conductor podrá detener su vehículo sobre la vía férrea, un paso peatonal o una intersección o un carril exclusivo, paralelo preferencial de alimentadores o compartidos con los peatonales, pertenecientes al STTMP. Todo conductor deberá permanecer a una distancia mínima de cinco (5) metros de la vía férrea.


PARÁGRAFO. Ningún conductor deberá frenar intempestivamente y disminuir la velocidad sin cerciorarse que la maniobra no ofrezca peligro.
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